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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 
del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, de 
las enmiendas del Senado al Proyecto de Ley por la que 
se modifica el texto refundido del Estatuto Legal del 
Consorcio de Compensación de Seguros, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, 
acompañadas de mensaje motivado.

Palacio del Congreso de los Diputados, 10 de abril 
de 2006.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

Mensaje motivado

Título

Se incluye una adición en el título del Proyecto de 
Ley en referencia a las modificaciones introducidas en 
la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

Preámbulo

Se incluye un apartado IV que se refiere a las modi-
ficaciones introducidas en la referida Ley 24/1988, 
de 28 de julio, del Mercado de Valores.

Artículo primero.

El artículo único, con idéntico contenido en cuanto 
al título del artículo y a la reforma introducida, pasa a 
ser artículo primero.

Artículo segundo (nuevo).

Se incluye un nuevo artículo segundo que, en sus 
apartados Uno a Tres y Cinco, modifica el apartado 6 
del artículo 31, el apartado 3 del artículo 44 bis, el apar-
tado 1 del artículo 48 y la disposición adicional sépti-
ma, en la redacción dada por la Ley 24/2001, de 27 de 
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del 
orden social, de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del 
Mercado de Valores, recogiéndose en el apartado Cua-
tro de este artículo segundo nuevo la adición de un 
nuevo artículo 83 quáter a la citada Ley que hacía la 
disposición final tercera en la redacción del texto remi-
tido por el Congreso de los Diputados.

Disposición final primera.

Se modifica el título de la disposición final primera 
que se sustituye por «Títulos competenciales», inclu-
yéndose entre los mismos los que se contienen en las 
circunstancias 11.ª y 13.ª del artículo 149.1 de la Cons-
titución, además de aquél al que ya se hacía referencia 
en el texto remitido por el Congreso de los Diputados.

Disposición final tercera.

El contenido de esta disposición pasa a ser apartado 
Cuatro del artículo segundo nuevo.

Disposición final cuarta.

Esta disposición pasa a ser disposición final tercera.

BOLETÍN OFICIAL 
DE LAS CORTES GENERALES

VIII LEGISLATURA

Serie A:
 18 de abril de 2006 Núm. 58-8PROYECTOS DE LEY

ENMIENDAS DEL SENADO

121/000058  Mediante mensaje  motivado al Proyecto de Ley por la que se modifica el texto 
refundido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de Seguros, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre.



Congreso 18 de abril de 2006.—Serie A. Núm. 58-8

24

TEXTO REMITIDO POR EL CONGRESO DE LOS 
DIPUTADOS

PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE MODIFICA 
EL TEXTO REFUNDIDO DEL ESTATUTO LEGAL 
DEL CONSORCIO DE COMPENSACIÓN DE 
SEGUROS, APROBADO POR EL REAL DECRETO 

LEGISLATIVO 7/2004, DE 29 DE OCTUBRE

Preámbulo
I

La cobertura de los riesgos extraordinarios enco-
mendada al Consorcio de Compensación de Seguros 
(en adelante, el Consorcio), inicialmente regulada por 
la Ley de 16 de diciembre de 1954, tiene su regulación 
legal actual en el Texto Refundido del Estatuto Legal 
de la citada entidad pública empresarial, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre. 
El texto original de este Estatuto Legal, aprobado por el 
artículo 4 de la Ley 21/1990, de 19 de diciembre, por la 
que se adapta el derecho español a la Directiva 88/357/
CEE, sobre libertad de servicios en seguros distintos al 
de vida y de actualización de la legislación de seguros 
privados, fue modificado por la disposición adicional 
novena de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de orde-
nación y supervisión de los seguros privados, y más 
recientemente por la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, 
de medidas de reforma del sistema financiero, por la 
disposición final vigésima sexta de la Ley 22/2003, 
de 9 de julio, Concursal, y por la Ley 34/2003, de 4 de 
noviembre, de modificación y adaptación a la normati-
va comunitaria de la legislación de seguros privados.

El artículo 6 del actual Texto Refundido, primero de 
la Sección 1.ª, «Funciones privadas en el ámbito asegu-
rador», del Capítulo III, regula, en su apartado 1, las 
funciones indemnizatorias del Consorcio en materia de 
riesgos extraordinarios y su ámbito, y especifica qué se 
entiende por tales. En su apartado 2, regula lo que se 
entiende, a estos efectos, por «riesgos situados en 
España».

Por un lado, el apartado 2 procede en su integridad 
—aunque sin su actual numeración— del texto original 
del Estatuto Legal del Consorcio, aprobado por la Ley 
21/1990, de 19 de diciembre. Con posterioridad a esta 
norma, la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, incluyó en 
su artículo 1, por necesidades de adaptación a la nor-
mativa comunitaria, una definición de «Estado miem-
bro de localización del riesgo» que, sin sustanciales 
diferencias respecto a lo previsto en el texto del Estatu-
to, es más completa, pues prevé el supuesto de que el 
tomador sea una persona jurídica. Por otro lado, la enu-
meración del citado apartado 2 del artículo 6 no recoge 
el caso específico de los seguros de personas, en los 
que carece de sentido que la situación del riesgo en 
España se defina con referencia a la residencia del 
tomador, que es la que se aplica al resto de los casos, 
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esto es, los no previstos, pues lo relevante es la residen-
cia del asegurado, persona sobre la que recae el riesgo. 

Por ello, se introduce una referencia a los seguros de 
personas en la letra d) de este apartado, y el actual con-
tenido de la letra d), que pasa a ser el e), se amplía para 
prever el supuesto de los tomadores personas jurídicas. 

Por lo que se refiere al apartado 1, su segundo párra-
fo fue introducido por el artículo 4 de la Ley 34/2003, 
de 4 de noviembre, y su finalidad era la de ampliar la 
cobertura de los daños personales a los acaecidos en el 
extranjero, para lo cual se refiere al caso en que el 
tomador tenga su residencia habitual en España, por lo 
que, en consecuencia con lo señalado anteriormente en 
relación con la definición de «riesgo situado en Espa-
ña» en el supuesto de seguros de personas, es necesario 
adaptar en el mismo sentido la redacción de dicho 
segundo párrafo.

II

De entre las modificaciones ya citadas al texto origi-
nal del Estatuto Legal del Consorcio, especialmente la 
Ley 44/2002, de 22 de noviembre, incorporaba impor-
tantes cambios en el régimen jurídico de dicha entidad 
pública empresarial, muy en particular en lo relativo al 
sistema de cobertura de los riesgos extraordinarios; así, 
quedaron incluidos por primera vez entre los daños 
cubiertos los debidos a pérdidas de beneficios como 
consecuencia de acontecimientos extraordinarios, 
requeridos por la evolución mundial de los mercados 
de seguro y reaseguro tras los graves atentados terro-
ristas de Nueva York y Washington de septiembre 
de 2001.

El desarrollo de los mercados de seguro en los últi-
mos dos años ha venido a confirmar que determinadas 
limitaciones del sector privado para ofrecer cobertura, 
no solo de terrorismo, sino también de otros aconteci-
mientos de naturaleza catastrófica, no son fruto de la 
coyuntura. En particular, la toma de conciencia por los 
mercados aseguradores de la gravedad de las potencia-
les consecuencias de lo que se ha dado en llamar 
“megaterrorismo” ha hecho, además, surgir la preocu-
pación por la cobertura de este riesgo en ramos que no 
parecían particularmente expuestos por no presentar, 
aparentemente, concentración de exposiciones, como 
ha sido el caso del ramo de vida, en sus coberturas de 
fallecimiento e invalidez, es decir, en las coberturas que 
no son de ahorro.

Ya a principios de 2004 se pusieron de manifiesto 
algunas dificultades de aseguramiento que comenzaron 
a sugerir la posibilidad de que fuera necesaria una 
ampliación a las coberturas de fallecimiento e invalidez 
del ramo de vida del sistema de cobertura de riesgos 
extraordinarios que desarrolla el Consorcio; y confir-
mada la situación del mercado a partir de 2005, formal 
y unánimemente se ha puesto de manifiesto la necesi-
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dad de efectuar tal ampliación con carácter de perma-
nencia.

Por otra parte, la modificación normativa que tal 
ampliación conlleva debe surtir efecto a partir de la 
entrada en vigor del desarrollo reglamentario que el 
propio precepto prevé y de la norma que apruebe la 
tarifa de recargos y la cláusula de cobertura que se 
insertan en las pólizas, así como permitir la adecuada 
adaptación en el tiempo de la nueva producción y de la 
cartera de pólizas de las entidades aseguradoras a la 
norma. 

III

El sistema de asistencia jurídica al Consorcio 
actualmente existente se instauró  como consecuencia 
de las modificaciones operadas en la Ley 33/1984, de 2 
de agosto, de ordenación de los seguros privados, por el 
Real Decreto Legislativo 1255/1986, de 6 de junio, 
para adaptarla a los compromisos derivados del Tratado 
de Adhesión de España a la Comunidad Económica 
Europea, y por la Ley 21/1990, de 19 de diciembre, ya 
citada.

El notable incremento de la actividad indemnizato-
ria del Consorcio y de los procedimientos judiciales 
incoados a consecuencia de accidentes de circulación, 
que ya entonces se manifestaba, obligó a arbitrar un 
sistema de letrados sustitutos que, bajo la dependencia 
jerárquica de las distintas Abogacías del Estado en las 
provincias, permitiese hacer frente a las necesidades de 
asistencia jurídica que el Consorcio demandaba y que 
el Servicio Jurídico del Estado, con los medios de los 
que disponía, no podía atender. Dicho sistema, previa 
consulta a la entonces Dirección del Servicio Jurídico 
del Estado, se estableció mediante la fórmula de los 
letrados sustitutos, instrumentando su relación con el 
Consorcio a través de un contrato civil de arrendamien-
to de servicios.

El tiempo transcurrido desde la elaboración de las 
normas anteriormente citadas, el progresivo incremen-
to en el número de procedimientos que se ha venido 
experimentando en estos últimos años, en particular 
desde el año 2000, y, en especial, en siniestros de auto-
móviles sin seguro y de vehículos rechazados por las 
entidades aseguradoras privadas y asegurados en el 
Consorcio, el paralelo incremento de la actividad de 
recobro que el Consorcio tiene atribuida en su Estatuto 
Legal y, por último, la integración en esta entidad de la 
Comisión Liquidadora de Entidades Aseguradoras, lle-
vada a cabo por la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, 
aconsejan introducir ligeras modificaciones o ajustes 
en un sistema que ha demostrado en estos años su indu-
dable utilidad y acierto.

Las modificaciones que se introducen no afectan a 
la esencia del citado sistema, pues persiguen exclusiva-
mente adaptarlo a los tiempos y necesidades actuales y 
abrir la posibilidad de aplicar otras fórmulas comple-
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mentarias de asistencia jurídica para casos especiales, 
aclarar determinados extremos del sistema y realzar el 
aspecto civil de la relación entre el Consorcio y los 
letrados sustitutos despejando cualquier duda que 
pudiera surgir al respecto.

Artículo único. Modificación del Texto Refundido 
del Estatuto Legal del Consorcio de Compensación de 
Seguros, aprobado por el Real Decreto Legislati-
vo 7/2004, de 29 de octubre. 

El Texto Refundido del Estatuto Legal del Consor-
cio de Compensación de Seguros, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 7/2004, de 29 de octubre, se modi-
fica en los siguientes términos: 

Uno. Los apartados 1 y 2 del artículo 6 quedan 
redactados del siguiente modo:

«1. El Consorcio, en materia de riesgos extraordi-
narios, tendrá por objeto indemnizar, en la forma esta-
blecida en este Estatuto Legal, en régimen de compen-
sación, las pérdidas derivadas de acontecimientos 
extraordinarios acaecidos en España y que afecten a 
riesgos en ella situados.

Igualmente, serán indemnizables por el Consorcio 
los daños personales derivados de acontecimientos 
extraordinarios acaecidos en el extranjero cuando el 

IV

La presente ley modifica la Ley 24/1988, de 28 de 
julio, del Mercado de Valores.

Por un lado, se trasponen al ordenamiento jurídi-
co español los artículos 6.9 de la Directiva 2003/6/CE, 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de 
enero de 2003, sobre operaciones con información 
privilegiada y la manipulación del mercado y los 
artículos 7 a 11 de la Directiva 2004/72/CE, de la 
Comisión, de 29 de abril de 2004. Para ello se intro-
duce un nuevo artículo en la Ley del Mercado de 
Valores estableciendo la obligación de determina-
dos sujetos de comunicar a la Comisión Nacional 
del Mercado de Valores aquellas operaciones que 
sean sospechosas de haber utilizado información 
privilegiada o que constituyan una práctica para 
falsear la libre formación de los precios.

Por otro lado, se completa la regulación de «Bol-
sas y Mercados Españoles, Sociedad Holding de 
Mercados y Sistemas Financieros, S. A.», o de cual-
quier otra entidad que en el futuro pudiera hallarse 
en su misma situación para dotarla de una mayor 
flexibilidad en su funcionamiento.

Por último, se aclara y homogeneiza el régimen 
de participaciones significativas en las sociedades 
que administran sistemas de registro, compensación 
y liquidación de valores y mercados secundarios 
españoles.

Artículo primero. Modificación del Texto Refun-
dido del Estatuto Legal del Consorcio de Compensa-
ción de Seguros, aprobado por el Real Decreto Legisla-
tivo 7/2004, de 29 de octubre.
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asegurado de la póliza tenga su residencia habitual en 
España.

A estos efectos, serán pérdidas los daños directos en 
las personas y los bienes, así como, en los términos y 
con los límites que reglamentariamente se determinen, 
la pérdida de beneficios como consecuencia de aque-
llos. Se entenderá, igualmente en los términos que 
reglamentariamente se determinen, por acontecimien-
tos extraordinarios:

a) Los siguientes fenómenos de la naturaleza: 
terremotos y maremotos, las inundaciones extraordina-
rias, las erupciones volcánicas, la tempestad ciclónica 
atípica y las caídas de cuerpos siderales y aerolitos.

b) Los ocasionados violentamente como conse-
cuencia de terrorismo, rebelión, sedición, motín y 
tumulto popular.

c) Hechos o actuaciones de las Fuerzas Armadas o 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en tiempo de paz.

2. A los efectos exclusivamente de la cobertura del 
Consorcio, se entenderá por riesgos situados en España 
los que afecten a:

a) Los vehículos con matrícula española.
b) Los bienes inmuebles situados en el territorio 

nacional.
c) Los bienes muebles que se encuentren en un 

inmueble situado en España, estén o no cubiertos por la 
misma póliza de seguro, excepto aquellos que se 
encuentren en tránsito comercial.

d) En el caso de seguros de personas, cuando el 
asegurado tenga su residencia habitual en España.

e) En los demás casos, cuando el tomador del 
seguro tenga su residencia habitual en España o, si 
fuera una persona jurídica, tenga en España su domici-
lio social o la sucursal a que se refiere el contrato.»

Dos. El artículo 7 queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 7. Ramos de seguro con recargo obliga-
torio a favor del Consorcio para el ejercicio de sus fun-
ciones en acontecimientos extraordinarios.

Para el cumplimiento por el Consorcio de sus fun-
ciones en materia de compensación de pérdidas deriva-
das de acontecimientos extraordinarios, es obligatorio 
el recargo en su favor en los siguientes ramos:

a) Por lo que se refiere a los seguros de personas, 
el ramo de vida, en los contratos que garanticen exclu-
siva o principalmente el riesgo de fallecimiento, inclui-
dos los que prevean, además, indemnizaciones pecu-
niarias por invalidez permanente o incapacidad 
temporal, en los términos y modalidades que reglamen-
tariamente se determinen; y el ramo de accidentes, en 
los contratos que garanticen el riesgo de fallecimiento o 
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prevean indemnizaciones pecuniarias por invalidez per-
manente o incapacidad temporal.

b) Por lo que se refiere a seguros de cosas, los 
ramos de vehículos terrestres, vehículos ferroviarios, 
incendio y elementos naturales, otros daños a los bie-
nes y pérdidas pecuniarias diversas, así como las moda-
lidades combinadas de estos, o cuando se contraten de 
forma complementaria.

Se entienden incluidas, en todo caso, e igualmente 
en los términos que reglamentariamente se determinen, 
las pólizas de vida o accidentes que cubran los riesgos 
antes citados amparados en un plan de pensiones for-
mulado conforme al Texto Refundido de la Ley de 
regulación de los planes y fondos de pensiones, aproba-
do por el Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de 
noviembre, así como las pólizas que cubran daños a las 
instalaciones nucleares.

Quedan excluidas, en todo caso, las pólizas que 
cubran producciones agropecuarias susceptibles de 
aseguramiento a través del sistema de los seguros agra-
rios combinados, por encontrarse previstas en los pla-
nes que anualmente aprueba el Gobierno, así como las 
pólizas que cubran los riesgos derivados del transporte 
de mercancías, de la construcción y montaje, y cuales-
quiera otras pólizas de ramos de seguros distintos a los 
enumerados en las letras a) y b).»

Tres. El apartado 1 del artículo 19 queda redacta-
do del siguiente modo:

«1. La representación y defensa del Consorcio 
ante los juzgados y tribunales corresponderá a los Abo-
gados del Estado integrados en la Abogacía General del 
Estado-Dirección del Servicio Jurídico del Estado, aun-
que también podrá ser ejercida por abogados colegia-
dos en ejercicio que, a propuesta del Consorcio, sean 
habilitados como letrados sustitutos por parte de la 
Abogacía General del Estado-Dirección del Servicio 
Jurídico del Estado para actuar en el ámbito competen-
cial que, conforme a dicha propuesta, se establezca en 
la propia habilitación. La contratación de los servicios 
profesionales de estos abogados colegiados se llevará a 
cabo por el Consorcio mediante la formalización de los 
correspondientes acuerdos, que tendrán siempre la con-
sideración de contratos civiles de arrendamiento de 
servicios.

Sin perjuicio de lo anterior, el Consorcio, previo 
informe favorable de la Abogacía General del Estado-
Dirección del Servicio Jurídico del Estado, podrá enco-
mendar su representación y defensa, conforme a las 
normas colegiales generales, a abogados y procurado-
res designados al efecto, en aquellos asuntos o materias 
que, por sus características, así lo aconsejen.

Las costas que se generen en los procesos derivados 
de la actividad del Consorcio en los que la representa-
ción y defensa se ejerza por los letrados habilitados 
mencionados anteriormente se ingresarán, en su caso, 
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en el Consorcio, aplicándoles el régimen previsto en 
este Estatuto Legal.

El Consorcio podrá recabar el asesoramiento en 
derecho de la Abogacía General del Estado-Dirección 
del Servicio Jurídico del Estado.»

Artículo segundo (nuevo). Modificación de la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

Uno. Se modifica, el apartado 6 del artículo 31 
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores, que queda redactado del siguiente modo:

«6. La participación, directa o indirecta, en el 
capital de las sociedades que administren mercados 
secundarios españoles quedará sujeta al régimen de 
participaciones significativas previsto en el artícu-
lo 69 de esta Ley para las empresas de servicios de 
inversión, en los términos que reglamentariamente 
se determinen, entendiéndose que tendrá, en todo 
caso, tal carácter cualquier participación que alcan-
ce, de forma directa o indirecta, al menos el 1 por 
ciento del capital o de los derechos de voto de la 
sociedad o la que, sin llegar a ese porcentaje, permi-
ta ejercer una influencia notable en la sociedad, en 
los términos que se determinen reglamentariamen-
te. Sin perjuicio de las facultades de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores de oponerse a una 
participación significativa en los términos previstos 
en el apartado 6 de dicho artículo 69, el Ministro de 
Economía y Hacienda, a propuesta de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, podrá oponerse a 
la adquisición de una participación significativa en 
el capital social de aquellas sociedades cuando esti-
me que es necesario para asegurar el buen funciona-
miento de los mercados o para evitar distorsiones en 
los mismos, así como por no darse un trato equiva-
lente a las entidades españolas en el país de origen 
del adquirente.»

Dos. Se modifica, el apartado 3 del artículo 44 
bis de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores, que queda redactado del siguiente modo:

«3. La participación, directa o indirecta, en el 
capital de la Sociedad de Sistemas quedará sujeta al 
régimen de participaciones significativas previsto en 
el artículo 69 de esta Ley para las empresas de servi-
cios de inversión, en los términos que reglamenta-
riamente se determinen, entendiéndose que tendrá, 
en todo caso, tal carácter cualquier participación 
que alcance, de forma directa o indirecta, al menos 
el 1 por ciento del capital o de los derechos de voto 
de la Sociedad de Sistemas o la que, sin llegar a ese 
porcentaje, permita ejercer una influencia notable 
en la Sociedad, en los términos que se determinen 
reglamentariamente.
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Sin perjuicio de las facultades de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores de oponerse a una 
participación significativa en los términos previstos 
en el apartado 6 de dicho artículo 69, el Ministro de 
Economía y Hacienda, a propuesta de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, podrá oponerse a 
la adquisición o a la transmisión de una participa-
ción significativa en el capital de la Sociedad de Sis-
temas cuando estime que es necesario para asegurar 
el buen funcionamiento de los mercados o de los sis-
temas de registro, compensación y liquidación de 
valores o para evitar distorsiones en los mismos, así 
como por no darse un trato equivalente a las entida-
des españolas en el país de origen del adquirente.

Los estatutos sociales de la Sociedad de Sistemas 
y sus modificaciones, con las excepciones que regla-
mentariamente se establezcan, requerirán la previa 
aprobación de la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores. El nombramiento de los miembros del Con-
sejo de Administración, Directores Generales y asi-
milados de la Sociedad de Sistemas estará sujeto a la 
previa aprobación de la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores.»

Tres. Se modifica, el apartado 1 del artículo 48 
de la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de 
Valores, que queda redactado del siguiente modo:

«1. Las Bolsas de Valores estarán regidas y 
administradas por una sociedad anónima, que será 
responsable de su organización y funcionamiento 
internos, y será titular de los medios necesarios para 
ello, siendo éste su objeto social principal. Dichas 
sociedades podrán desarrollar igualmente otras 
actividades complementarias relacionadas con las 
Bolsas de Valores. Las acciones de dichas sociedades 
serán nominativas. Tales sociedades deberán contar 
necesariamente con un Consejo de Administración 
compuesto por no menos de cinco personas y, con al 
menos, un Director General. Dichas sociedades no 
tendrán la condición legal de miembros de las 
correspondientes Bolsas de Valores y no podrán rea-
lizar ninguna actividad de intermediación financie-
ra, ni las actividades relacionadas en el artículo 63.

Las citadas sociedades ejercerán las funciones 
que les atribuye la presente Ley y las demás que 
determinen el Gobierno, el Ministro de Economía y 
Hacienda o la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, sin perjuicio de las que puedan otorgarles 
la Comunidades Autónomas que tengan atribuidos 
en sus Estatutos de Autonomía competencias en la 
materia. Las Bolsas de Valores podrán exigir retri-
bución por los servicios que presten.

Los estatutos de dichas sociedades y sus modifi-
caciones, con las excepciones que reglamentaria-
mente se establezcan, requerirán la previa aproba-
ción por la Comisión Nacional del Mercado de 
Valores, o, en su caso, por la correspondiente 
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Comunidad Autónoma con competencia en la mate-
ria, respecto de las Bolsas de Valores de ámbito 
autonómico. El nombramiento de los miembros del 
Consejo de Administración y del Director General 
exigirá la previa aprobación por la Comisión Nacio-
nal del Mercado de Valores o, en su caso, por la 
Comunidad Autónoma.»

Cuatro. Se añade un nuevo artículo 83 quáter a la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, 
con la siguiente redacción:

«Artículo 83 quáter. Comunicación de operacio-
nes sospechosas.

1. Las entidades que efectúen operaciones con 
instrumentos financieros deberán avisar a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, con la mayor celeri-
dad posible, cuando consideren que existen indicios 
razonables para sospechar que una operación utiliza 
información privilegiada o constituye una práctica que 
falsea la libre formación de los precios.

Serán entidades obligadas a comunicar a la Comi-
sión Nacional del Mercado de Valores las empresas de 
servicios de inversión y entidades de crédito españolas, 
incluidas las filiales de entidades extranjeras, así como 
las sucursales de empresas de servicios de inversión o 
entidades de crédito no comunitarias. En su caso, la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores remitirá la 
comunicación de operación sospechosa a la autoridad 
supervisora del Estado miembro en el que radique el 
mercado en el que se haya realizado tal operación.

2. La comunicación de operación sospechosa 
podrá realizarse por carta, correo electrónico, fax o 
teléfono, siendo necesario, en este último caso, que se 
dé confirmación por escrito a solicitud de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores.

3. La comunicación contendrá la siguiente infor-
mación:

a) La descripción de las operaciones, incluido el 
tipo de orden, y el método de negociación utilizado.

b) Las razones que lleven a sospechar que la ope-
ración se realiza utilizando información privilegiada o 
que constituye una práctica que falsea la libre forma-
ción de los precios.

c) Los medios de identificación de las personas 
por cuenta de las que se hubieran realizado las opera-
ciones y, en su caso, de aquellas otras implicadas en las 
operaciones.

d) Si la persona sujeta a la obligación de notificar 
actúa por cuenta propia o por cuenta de terceros.

e) Cualquier otra información pertinente relativa a 
las operaciones sospechosas.

Si en el momento de efectuar la comunicación la 
entidad no dispusiera de tal información, deberá al 
menos mencionar las razones por las que considera que 
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se trata de una operación sospechosa, sin perjuicio de la 
obligación de remitir la información complementaria 
en cuanto ésta esté disponible.

4. La entidades que comuniquen operaciones sos-
pechosas a la Comisión Nacional del Mercado de Valo-
res estarán obligadas a guardar silencio sobre dicha 
comunicación, salvo, en su caso, lo dispuesto en las 
disposiciones legales vigentes. En cualquier caso, la 
comunicación de buena fe no podrá implicar responsa-
bilidad de ninguna clase ni supondrá violación de las 
prohibiciones de revelación de información en virtud 
de contratos o de disposiciones legales, reglamentarias 
o administrativas.

5. La identidad de la entidad que efectúe la comu-
nicación de operación sospechosa estará sujeta al 
secreto profesional establecido en el apartado cuatro 
del artículo 90 de esta Ley.»

Cinco. Se modifica la disposición adicional 
decimoséptima, en la redacción dada por la Ley 
24/2001, de 27 de diciembre, de medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, que queda 
redactada del siguiente modo:

«1. Sin perjuicio de las competencias que 
corresponden a las Comunidades Autónomas res-
pecto de los sistemas de registro, compensación y 
liquidación de valores y de los mercados secunda-
rios, el Gobierno podrá autorizar, previo informe de 
la Comisión Nacional del Mercado de Valores, oídas 
las Comunidades Autónomas con competencia en la 
materia y, a propuesta del Ministro de Economía y 
Hacienda, que una o varias entidades adquieran, 
directa o indirectamente, la totalidad del capital o 
una participación que atribuya al o a los adquiren-
tes, el control, directo o indirecto, de todas o algunas 
de las sociedades que administren sistemas de regis-
tro, compensación y liquidación de valores y merca-
dos secundarios españoles y que, a partir de tal 
adquisición, corresponda a esa o esas entidades la 
titularidad del citado capital.

Tendrá la consideración de participación de con-
trol aquella que, de conformidad con el Capítulo V 
del Título IV y sus normas de desarrollo, obligaría a 
formular una oferta pública de adquisición sobre la 
totalidad del capital de la correspondiente socie-
dad.

Corresponderá a la Comisión Nacional del Mer-
cado de Valores autorizar los estatutos por los que 
se rijan esas entidades adquirentes y sus modifica-
ciones, con las excepciones que se establezcan regla-
mentariamente, así como autorizar el nombramien-
to de los miembros de su Consejo de Administración 
y de sus Directores Generales, los cuales habrán de 
reunir los requisitos de las letras f), g) y h) del 
artículo 67.2 de la presente Ley. Si las entidades 
adquirentes no tuvieran su domicilio social en Espa-
ña y sus estatutos y modificaciones y los requisitos 
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Disposición derogatoria. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a lo dispuesto en esta Ley.

Disposición final primera. Título competencial.

Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en el 
artículo 149.1.6.ª de la Constitución.

Disposición final segunda. Supresión de la tasa por la 
valoración de inmuebles de entidades aseguradoras.

Se deroga la mención a las «Tasas que percibe la 
Dirección General de Seguros por valoración de inmue-

de los miembros del Consejo de Administración y 
Directores Generales hubieran sido verificados por 
la autoridad competente de otro Estado miembro de 
la Unión Europea o por la autoridad supervisora de 
un Estado no miembro de la Unión Europea cuyo 
régimen de organización y funcionamiento sea simi-
lar al de la Comisión Nacional del Mercado de Valo-
res, corresponderá a ésta última comprobar tales 
verificaciones.

El Gobierno, mediante Real Decreto, determina-
rá el régimen aplicable a las ofertas de adquisición 
de las acciones representativas del capital de las 
referidas entidades, el régimen de publicidad a que 
han de someterse sus participaciones accionariales, 
el régimen al que deben sujetarse las citadas entida-
des para recoger en sus estatutos sociales cualquier 
limitación o especialidad a los derechos derivados 
de sus acciones y cualquier otro aspecto que sea 
necesario para la aplicación de la presente disposi-
ción y para garantizar la adecuada supervisión de 
dichas entidades.

2. Será necesaria autorización del Gobierno 
para que la entidad o, en su caso, entidades que 
posean, directa o indirectamente, la totalidad del 
capital o una participación de control de todas o, en 
su caso, algunas de las sociedades a que se refiere el 
apartado anterior puedan llevar a cabo cualquier 
acto dispositivo por el que dejen de ser titulares, 
directa o indirectamente, de la totalidad del capital 
social que ostenten en cada una de las citadas socie-
dades o por el que pierdan el control, directo o indi-
recto, de estas últimas. Dicha autorización se otor-
gará oídas las Comunidades Autónomas con 
competencia en la materia, previo informe de la 
Comisión Nacional del Mercado de Valores y a pro-
puesta del Ministro de Economía y Hacienda.

3. No se aplicará el régimen de participaciones 
significativas previsto en los artículos 31.6 y 44.bis.3 
de esta Ley a las transmisiones sujetas a las autori-
zaciones administrativas previstas en la presente 
disposición.

4. La supervisión de las citadas entidades 
corresponderá a la Comisión Nacional del Mercado 
de Valores.» 

Disposición final primera. Títulos competenciales.

Esta Ley se dicta al amparo de lo establecido en 
el artículo 149.1.6.ª, 11.ª y 13.ª de la Constitución.
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bles afectos a reservas de las entidades de seguro y 
ahorros (Decreto 659/1960, de 31 de marzo)», conteni-
da en la disposición final primera, apartado d).3, párra-
fo primero, de la Ley 25/1998, de 13 de julio, de modi-
ficación del Régimen Legal de las Tasas Estatales y 
Locales y de Reordenación de las Prestaciones Patri-
moniales de Carácter Público, que declaraba vigente la 
tasa de valoración de inmuebles.

Se deroga la disposición transitoria tercera de la Ley 
34/2003, de 4 de noviembre, de modificación y adapta-
ción a la normativa comunitaria de la legislación de 
seguros privados.

Disposición final tercera. Modificación de la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores.

Se añade un nuevo artículo 83 quáter a la Ley 24/
1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, con la 
siguiente redacción:

«Artículo 83 quáter. Comunicación de operacio-
nes sospechosas.

1. Las entidades que efectúen operaciones con 
instrumentos financieros deberán avisar a la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores, con la mayor celeri-
dad posible, cuando consideren que existen indicios 
razonables para sospechar que una operación utiliza 
información privilegiada o constituye una práctica que 
falsea la libre formación de los precios.

Serán entidades obligadas a comunicar a la Comi-
sión Nacional del Mercado de Valores las empresas de 
servicios de inversión y entidades de crédito españo-
las, incluidas las filiales de entidades extranjeras, así 
como las sucursales de empresas de servicios de inver-
sión o entidades de crédito no comunitarias. En su 
caso, la Comisión Nacional del Mercado de Valores 
remitirá la comunicación de operación sospechosa a la 
autoridad supervisora del Estado miembro en el que 
radique el mercado en el que se haya realizado tal ope-
ración.

2. La comunicación de operación sospechosa 
podrá realizarse por carta, correo electrónico, fax o 
teléfono, siendo necesario, en este último caso, que se 
dé confirmación por escrito a solicitud de la Comisión 
Nacional del Mercado de Valores.

3. La comunicación contendrá la siguiente infor-
mación:

a) La descripción de las operaciones, incluido el 
tipo de orden, y el método de negociación utilizado.

b) Las razones que lleven a sospechar que la ope-
ración se realiza utilizando información privilegiada o 
que constituye una práctica que falsea la libre forma-
ción de los precios.

c) Los medios de identificación de las personas 
por cuenta de las que se hubieran realizado las opera-

PASA A SER APARTADO CUATRO DEL 
ARTÍCULO SEGUNDO (NUEVO).
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ciones y, en su caso, de aquellas otras implicadas en las 
operaciones.

d) Si la persona sujeta a la obligación de notificar 
actúa por cuenta propia o por cuenta de terceros.

e) Cualquier otra información pertinente relativa a 
las operaciones sospechosas.

Si en el momento de efectuar la comunicación la 
entidad no dispusiera de tal información, deberá al 
menos mencionar las razones por las que considera que 
se trata de una operación sospechosa, sin perjuicio de la 
obligación de remitir la información complementaria 
en cuanto ésta esté disponible.

4. La entidades que comuniquen operaciones sos-
pechosas a la Comisión Nacional del Mercado de Valo-
res estarán obligadas a guardar silencio sobre dicha 
comunicación, salvo, en su caso, lo dispuesto en las 
disposiciones legales vigentes. En cualquier caso, la 
comunicación de buena fe no podrá implicar responsa-
bilidad de ninguna clase ni supondrá violación de las 
prohibiciones de revelación de información en virtud 
de contratos o de disposiciones legales, reglamentarias 
o administrativas.

5. La identidad de la entidad que efectúe la comu-
nicación de operación sospechosa estará sujeta al 
secreto profesional establecido en el apartado cuatro 
del artículo 90 de esta Ley.

Disposición final cuarta. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado», 
excepto en lo que se refiere a la cobertura por parte del 
Consorcio de los riesgos extraordinarios en el ramo de 
vida, establecida en la nueva redacción del artículo 7 
del Estatuto Legal dada por el apartado dos del artículo 
único de esta Ley, que entrará en vigor en la fecha y 
con los plazos de adaptación que se determinen en la 
disposición reglamentaria a que se refiere el citado pre-
cepto.

Disposición final tercera.
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